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La nueva Ley 12/2023, de 24 de mayo, por el derecho a 
la vivienda, pretende legislar el derecho reconocido por el 
artículo 47 de la Constitución española (CE) a una vivien-
da digna y adecuada. Este artículo vincula directamente 
a los poderes públicos, obligándoles a promover las nor-
mas que, desde la Constitución de 1978, aún no se habían 
puesto en marcha. 

No obstante, el mismo texto, en su artículo 148 recono-
ce las competencias de las comunidades autónomas entre 
las que se incluye, en su apartado 3, la ordenación del terri-
torio, urbanismo y vivienda. En ese sentido, el Estado tiene 
la potestad de armonizar, basándose en el interés general, 
las normativas de las comunidades autónomas (art. 150.3 
C.E.) y, en este sentido, se ha promulgado la citada Ley. 

La protección de la vivienda digna
La ley tiene un carácter eminentemente garantista, fi-

jando unos parámetros claros de qué considera una vivien-
da adecuada y estableciendo estándares mínimos de ha-
bitabilidad. Con esta medida el legislador pretende evitar 
situaciones de precariedad y garantizar que todas las per-
sonas tengan acceso a unas condiciones de vida dignas. 

Así, en el artículo 2.c) denomina habitabilidad al “con-
junto de los requisitos mínimos de calidad, funcionalidad 
y accesibilidad universal que, atendiendo a la normativa 
aplicable, deben cumplir las mismas para garantizar la 
dignidad y la salud de las personas, para satisfacer sus 
necesidades de habitación en las diferentes etapas de su 
vida, con especial atención a las necesidades de los me-
nores”, así mismo contempla a la vivienda como “un espa-

cio fundamental de desarrollo, seguridad y cobijo, y como 
base para el efectivo ejercicio de derechos y libertades”. 
Con esta definición ha precisado el concepto de vivienda 
digna y adecuada de una manera más eficaz del que viene 
empleando la jurisprudencia (véase sentencia del Tribunal 
Constitucional 32/2019 y sentencia de la Audiencia Pro-
vincial de Barcelona 7088/2020, entre otras).

Además, trata de proteger a los inquilinos de viviendas 
en alquiler, garantizando un límite al incremento anual de 
la renta, que no podrá superar el 2% hasta el 31 de diciem-
bre de 2023, pasando a ser del 3% en 2024. Así se pre-
tende evitar o, al menos limitar, los aumentos abusivos de 
los alquileres y promover los mecanismos de control de 
precios para tratar de frenar la especulación

Construcción de nuevas viviendas
Otro punto para destacar de la Ley es la promoción 

de la vivienda social y el fomento de la construcción de 
viviendas asequibles, con mecanismos de financiación y 
políticas de colaboración público-privada para facilitar el 
acceso a las mismas a los grupos vulnerables.

En este sentido, se dan unas causas tasadas para jus-
tificar la desocupación de viviendas, como pueden ser el 
traslado temporal por motivos laborales o de salud, las se-
gundas residencias (máximo de cuatro años de desocupa-
ción continuada) o inmuebles de titularidad pública, entre 
otros. Fuera de estos supuestos será preceptivo su uso 
residencial, ya sea mediante la compra-venta o el alquiler 
de los inmuebles. De quedarse vacía la vivienda durante 
más de dos años, y si el propietario tiene cuatro o más in-
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muebles, la Ley deja abierta la posibilidad de que se incre-
mente el Impuesto de Bienes Inmuebles hasta un máximo 
del ciento cincuenta por ciento, por parte de las entidades 
locales de recaudación.

Por otra parte, las viviendas en régimen de protección 
pública tendrán dicha condición de manera permanente, 
salvo causa justificada que permita su descalificación o el 
establecimiento de un plazo de protección superior a 30 
años. Además, se solicitará autorización a la comunidad 
autónoma para su compra-venta o alquiler. 

Las comunidades autónomas podrán incentivar la 
construcción de viviendas asequibles privadas mediante 
la concesión de beneficios urbanísticos, fiscales, recalifi-
cación de suelos, etc., a cambio de destinarlas a residencia 
habitual, alquiler protegido o a personas cuyos ingresos no 
les permite acceder a una vivienda a precio de mercado. 

Gran tenedor
La figura del gran tenedor es una de las novedades de 

la Ley 12/2023. 
Gran tenedor se considerará a la persona física o jurí-

dica que sea titular de más de diez inmuebles urbanos, ex-
cluyendo garajes y trasteros, o una superficie construida 
de más de 1500 m2. Esta definición se puede matizar en 
zonas declaradas como tensionadas, pudiendo considera-
re como tal a titulares de cinco o más inmuebles urbanos 
de uso residencial.

La condición de gran tenedor modificará los plazos y 
prerrogativas recogidos en la ley, desde la limitación de 
la subida del precio del alquiler, hasta las condiciones del 

procedimiento de desahucio, pasando por la carga de la 
prueba de la vulnerabilidad del ocupante.

Desahucios, ejecuciones hipotecarias y subastas
En la nueva Ley por el derecho a la vivienda, se regulan 

estos procedimientos de la siguiente manera:
• El procedimiento de desahucio (disposición final 

quinta) se tratará de evitar cuando el inquilino per-
tenezca a colectivos vulnerables, procurándose su 
realojo. Asimismo, se eliminará el consentimiento 
del interesado de comprobación de su vulnerabi-
lidad por las Administraciones Públicas. No obs-
tante, la Ley estipula que la solicitud de la ejecu-
ción del desahucio en la demanda presentada en 
sede judicial servirá para la ejecución directa de la 
mismo, debiendo señalar en la sentencia el día y 
hora exacta en el que se va a dar cumplimiento a 
la resolución. La Ley impone la carga de la prueba, 
sobre si la vivienda se puede considerar como ha-
bitual, al propietario y, si este fuera gran tenedor 
de viviendas, debe demostrar además la situación 
de vulnerabilidad económica del ocupante. El le-
gislador también incluye la obligación de realizar 
un procedimiento de conciliación o intermediación 
entre las partes, para la admisión de la demanda.

• En la ejecución hipotecaria, la entidad ejecutante 
deberá demostrar que la vivienda no constituye la 
morada habitual del ocupante. Si fuera propiedad 
de un gran tenedor, deberá acreditar la situación 
o no de vulnerabilidad económica. Y se precisará 
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de un acto de conciliación para el caso de un gran 
tenedor, que sea la vivienda habitual del ocupante 
y que se encuentre en situación de vulnerabilidad 
económica.

• Para casos de subastas de inmuebles ocupados 
por personas en situación de vulnerabilidad, y que 
el propietario sea un gran tenedor, se precisará 
nuevamente el acto de conciliación o intermedia-
ción previo a la admisión a trámite y la acreditación 
de la situación de vulnerabilidad económica.

Zona tensionada
Otra de las novedades de la Ley es el concepto jurídico 

indeterminado de zona tensionada (artículo 18).
La declaración de zona tensionada se efectuará por la 

comunidad autónoma. Para ello, se analizará la situación 
del mercado residencial en la zona, tanto de venta como 
de alquiler, que permitan medir la evolución del esfuerzo 
económico que tienen que realizar los hogares para dispo-
ner de una vivienda digna y adecuada.

Su declaración se realizará tras un procedimiento de 
análisis de la información pública existente sobre la situa-
ción del mercado inmobiliario de la zona, el nivel de renta 
de los hogares y su evolución, para tener conciencia del 
esfuerzo económico que deben realizar las personas para 
adquirir una vivienda en esa zona. Además, se realizará 
una memoria que fundamente la existencia de un especial 
riesgo de oferta insuficiente de viviendas en esa zona, o 
que las mismas tengan un precio excesivo que dificulte su 
acceso a la población general.

Las condiciones para decretar una zona como tensio-
nada son (art. 18.3):

1. “Que la carga media de la hipoteca o del alquiler 
en el presupuesto personal o de la unidad de con-
vivencia, más los gastos y suministros básicos, su-
pere el 30% de los ingresos medios o de la renta 
media de los hogares".

2. "Que el precio de compra o alquiler de la vivienda 
haya experimentado en los cinco años anteriores 
a la declaración un porcentaje de crecimiento acu-
mulado al menos tres puntos porcentuales supe-
rior al porcentaje de crecimiento acumulado del 
índice de precios de consumo de la comunidad 
autónoma correspondiente”

En estas zonas, en los casos de contratos de alquiler, 
la renta no podrá ser superior a la última renta del contrato 
que hubiera estado vigente los últimos cinco años, actua-
lizando las cantidades con el límite del 2% en 2023 y del 
3% en 2024, salvo casos excepcionales. El inquilino podrá 
solicitar una prórroga extraordinaria del contrato por pla-
zos anuales, con un máximo de tres años, una vez con-
cluya el plazo inicial de cinco (para el caso de pequeños 
propietarios) o siete años (para los grandes tenedores). 

En estas zonas, la figura del gran tenedor se considera-
rá como la persona física o jurídica que tenga la propiedad 
de cinco inmuebles, en lugar de los diez que la ley requería 
en otras zonas no calificadas como tensionadas.

La declaración de zona tensionada tendrá una vigencia 
de tres años, pudiendo prorrogarse anualmente si persis-
ten las circunstancias que lo motivaron.
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Información de la vivienda
La Ley establece la obligación de informar al compra-

dor o al arrendador sobre la identidad del propietario, las 
características de la vivienda y del edificio, tales como 
la superficie útil y construida, el certificado de eficiencia 
energética, la antigüedad del edificio y sus reformas, etc…

Además, deberán ofrecer la información de las cargas 
de la finca, el régimen de protección de la misma o si tie-
ne declaración de inmueble especialmente protegido por 
su valor arquitectónico. Todo ello vinculará a las personas 
físicas y a las empresas intermediarias en la gestión de in-
muebles, es decir, a las inmobiliarias, que deberán disponer 
de dicha información para poder aportarla a sus clientes.

Comparativa internacional
En el ámbito internacional cada Estado ha regulado la 

propiedad privada y el derecho a la vivienda de una mane-
ra diferente, pero dentro de una homogeneidad. De hecho, 
en los países occidentales ha primado la propiedad priva-
da frente al derecho a la vivienda, sin desprotegerla.

En la Declaración Universal de Derechos Humanos, art. 
25.1, se garantiza el "derecho a un nivel de vida adecuado 
que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, 
y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asis-
tencia médica y los servicios sociales necesarios".

No obstante, aunque sea un derecho reconocido y 
respetado en la inmensa mayoría de los países, se ha ge-
nerado un problema capital como es el alto precio de las 
viviendas y de los alquileres en las ciudades más impor-
tantes de los países industrializados.

En nuestro entorno, países como Francia, han intentado 
hacer frente a esta problemática a través de una serie de 
ayudas o asistencias financieras para el pago del alquiler, 
en función del tipo de vivienda y la situación personal. Di-
chas ayudas están reservadas a nacionales franceses y ex-
tranjeros con permiso de residencia en vigor, con recursos 
limitados. El montante de la asistencia variará en función 
del salario que ingrese el hogar, el precio del alquiler y el 
número de personas que lo integren. En la misma línea se 
encuentra Alemania, con ayudas tanto a inquilinos como a 
propietarios que cumplan ciertos requisitos económicos.

Estados Unidos fue de los primeros países en aprobar 
una Ley de vivienda (1937). Desde entonces se han apro-
bado múltiples normas orientadas a las ayudas sociales.

Todos los países mencionados tienen una normativa 
anti-ocupación más severa que en España. En Francia, se 
pena con uno a tres años de prisión y multas de quince 
mil a cuarenta y cinco mil euros. Además, si la ocupación 
se ha realizado en las últimas 48 horas, la policía puede 
desalojar sin solicitar autorización judicial. Por su parte, 
en Alemania, las viviendas ocupadas pueden ser desaloja-
das veinticuatro horas después de que el propietario ten-
ga conocimiento y lo denuncie ante la policía. En este país 
la ocupación está castigada con penas que van desde un 
año a dos de prisión o con multa. 

En Estados Unidos no se requiere la denuncia de la 
propiedad, pudiendo ser la fiscalía la que inicie, de oficio, 
el procedimiento. No obstante, si los ocupas demostraran 
que llevan residiendo más de una década, pagando im-
puestos y suministros, podrían reclamarla como propia.
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Conclusiones
El derecho recogido en el artículo 47 de la 

Constitución española requería una legisla-
ción estatal olvidada desde hace más de cua-
tro décadas. Con este fin, la Ley 12/2023, bajo 
una visión paternalista, trata de poner trabas 
al derecho a la propiedad privada que todos 
los ciudadanos tenemos para proteger a los 
colectivos vulnerables. 

Sólo el paso del tiempo dirá si dichas me-
didas han favorecido el afianzamiento de una 
sociedad más igualitaria. Porque la decla-
ración de zona tensionada o el concepto de 
“gran tenedor”, no va a hacer otra cosa que 
desincentivar la inversión privada del merca-
do inmobiliario pudiendo producir un efecto 
rebote, por el que no haya demanda suficiente 
de viviendas, permaneciendo muchas vacías y 
llevando a la ocupación ilegal de las mismas.
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Sobre la Fundación para el Avance de la Libertad
 
La visión que inspira a la Fundación para el Avance de la Libertad (Fundalib) es la de unas 

sociedades humanas prósperas, organizadas mediante el orden espontáneo de la cultura y 
del mercado, y respetuosas de la libertad individual de todos sus integrantes. Esta visión se 
concreta en la siguiente declaración de misión, que es también un llamamiento a cuantos 
quieran unirse a nosotros en este esfuerzo: "Nuestra misión es promover el avance de la Li-
bertad individual humana en todos sus aspectos y el éxito de las organizaciones y entidades que la impulsan y defienden".

En desarrollo de su misión, esta fundación libertaria organiza eventos y publica libros, informes y otros documentos 
así como material audiovisual. En particular, edita índices comparativos sobre la situación de la libertad en diversos 
ámbitos temáticos y geográficos. La revista mensual AVANCE de la Libertad llega a miles de lectores todos los meses. 
Los representantes de la Fundación participan en todo tipo de actos y en los medios de comunicación. Los proyectos 
de la Fundación han recibido diversos premios europeos y mundiales. La Fundación forma parte de la Red Atlas, que 
agrupa a los institutos de pensamiento liberales clásicos y libertarios en todo el mundo.

Corren tiempos difíciles para la Libertad de todos. Necesitamos tu apoyo. Hazte Amigo de la Fundación y suscríbe-
te a nuestros proyectos y a la revista en patreon.com/fundalib o haz una donación en fundalib.org/don/

Ética financiera. Para la investigación y para 
la publicación de este informe no se ha gasta-
do dinero del contribuyente ni se ha aceptado 
subvenciones estatales. Si deseas realizar una 
donación para apoyar a la Fundación, por favor 
escanea el código QR o visite www.fundalib.org/
don. También puede adquirir camisetas y otros 
productos en: tienda.fundalib.org

Atlas Network. La Fundación se enorgullece 
en formar parte de la Red Atlas, una plata-
forma compuesta por unos quinientos think 
tanks de un centenar de países que trabajan 
por la libertad tanto económica como perso-
nal. Para más información, por favor visite el 
sitio web de la Red Atlas en la dirección si-
guiente: www.atlasnetwork.org.

Propiedad intelectual. Esta obra se publica 
bajo la licencia de Creative Commons "CC 
Attribution-NoDerivatives 4.0 International" 
(CC BY-ND 4.0). Se permite expresamente la 

reimpresión y reedición del contenido para cualquier fin en tanto no 
se modifique ni rehaga y siempre que se acredite la autoría, así como 
la condición de la Fundación para el Avance de la Libertad como en-
tidad editora. Toda cita del presente informe deberá ser fiel y estar 
correctamente contextualizada. Toda mención digital deberá llevar el 
correspondiente enlace de hipertexto a la versión digital presente en 
el sitio web de la Fundación.
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c/ Marqués de la Ensenada, 14, 1º 15, 28004 Madrid (España).
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